
EXPOSICION DE MOTIVOS 

C. Secretario de Gobernación. 
Presente. 

La Comisión que suscribe, al concluir sus trabajos sobre la 
formación de un Proyecto de Código Civil para el Distrito y los 
Territorios Federales, tiene la honra de presentar a usted un 
breve informe acerca de las principales reformas que contiene 
el Proycto que presenta. 

El poco tiempo de que se dispone para la formación de este 
Proyecto, aproximadamente veinte meses, y la incompetencia, 
sinceramente confesada, de los miembros de la Comisión, para 
llevar a cabo una obra tan dificil, tan extensa y de tanta tras· 
cendencia social, quizá harán que el Proyecto adolezca de gra­
vÍsimos errores, pues no pretende haber hecho una obra perfec­
ta, sino sólo presentar las soluciones que creyó más convenientes 
a los importantísimos problemas legislativos con que se enfren­
tó. Espera la Comisión que de la discusión desapasionada que 
origine el Proyecto surja un buen Código Civil. 

Cumple con su deber la Comisión al exponer a usted en for­
ma sintética los motivos que tuvo en cuenta para señalar nue~ 
vos derroteros a la legislación civil del Distrito y Territorios Fe­
derales. 

La Comisión alienta la esperanza de haber interpretado con 
fidelidad las progresistas ideas sustentadas en materia social 
por el C. Presidente de la República y por usted, y de haber co-
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J'l'espondido con toda lealtad a \ la confianza que en ella le d .... 
positó. 

Las revoluciones sociales del presente siglo han provocado 
una revisión completa de los principios básicos de la organiza­
ción social, y han echado por tierra dogmas tradicionales con­
sagrados por el respeto secular. 

La profunda transformación que los pueblos han experi­
mentado a consecuencia de su desarrollo económico, de la pre­
ponderancia que ha adquirido el movimiento sindicalista, del 
crecimiento de las grandes urbes, de la generalización del espí­
ritu democrático, de los nuevos descubrimientos científicos rea­
lizados y de la tendencia cooperativa cada vez más acentuada, 
han producido una crisis en todas las disciplinas soeiales, y el 
derecho, que es un fenómeno social, no puede dejar de sufrir la 
influencia de esa crisis. 

El cambio de las condiciones sociales de la vida moderna, 
impone la necesidad de renovar la legislación, y el derecho civil, 
que forma parte de ella, no puede permanecer ajeno al col08al 
movimiento de transformación que las sociedades experimentan. 

Nuestro actual Código Civil, producto de las necesidades 
económicas y jurídicas de otras épocas; elaborado cuando do.; 
minaba en el campo económico la pequeña industria y en el or­
den jurídico un exagerado individualismo, se ha vuelto incapaz 
de regir las nuevas necesidades sentidas y las relaciones que, 
aunque de carácter privado, se hallan fuertemente influenciadas 
por las diarias conquistas de la gran industria y por los progre­
sivos triunfos del principio de solidaridad. 

Para transformar un Código Civil en que predomina el cri­
terio individualista, en un Código Privado Social, es preciso re­
formarlo substancialmente, derogando todo cuanto favorece ex­
clusivamente el interés particular con perjuicio de la colectivi­
dad, e introduciendo nuevas disposieiones que se armonicen con 
el concepto de solidaridad. 

Es completamente infundada la opinión de los que sostienen 
que el Derecho Civil debe ocuparse exclusivamente de las rela­
ciones entre particnlares que no afecten direetamente a la so· 
eiedad, y que, por tanto, dichas relaciones, deben 8er regulada8 
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únicamente en interés de quienes las contraen. Son poquísimas 
las relaciones entre particulares que no tienen repercusión en el 
interés social y que, por lo mismo, al reglamentarlas no deba 
tenerse en cuenta este interés. El individuo sea que obre en in. 
terés propio, O como miembro de la sociedad y en interés común, 
no puede dejar de considerárselc como miembro de una colecti· 
,ridad j sus relaciones jnrídicas deben reglamentarse armónica­
mente y el derecho de ninguna manera puede prescindir de su 
fase social. 

La necesidad de cnidar de la mejor distribución de la ri­
queza; la protección que merecen los débiles y los ignorantes en 
sus relaciones con los fuertes y los ilustrados; la desenfrenada 
c·ompetencia originada por la introducción del maquinismo :{ el 
gigantesco desarrollo de la gran industria que directamente afec­
ta a la clase obrera, han hecho indispensable que el Estado in­
tervenga para regular las relaciones jurídico-económicas, rele­
gando a segundo término al no ha mucho triunfante principio de 
que la "voluntad de las partes es la suprema ley de los contra~ 
tos ". 

La célebre fórmula de la escuela libertal, "laissez faire": 
"laissez passer", es completamente inadecuada para resolver 
los importantísimos y complexos problemas que a diario se pre­
sentan en la vida contemporánea. 

La idea de solidaridad arraiga cada Yez más en las concien­
das y encauza por nuevos derroteros las ideas de libertad y de 
igualdad. 

En nombre de la libertad de contratación han sido inicua­
mente explotadas las clases humildes y con una declaración teó~ 
rica de igualdad se quiso borrar las diferencias que la natura­
leza, la educación, una desigual distribución de la riqueza, etc., 
mantienen entre los componentes de la sociedad. 

Es preciso socializar el derecho, porque como dice un publi­
cista: "una socialización del derecho será un coeficiente indis­
pensable de la socialización de todas las otras actividades: en 
oposición con el individuo egoísta, haciendo nacer así un tipo de 
hombre más elevado: el hombre social". 

"Socializar el derecho significa extender -la esfera del dere­
cho del rico al pobre, del propietario al trabajador, del indus-
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trial al asalariado, del hombre a la mujer, sin ninguna restrie­
ción ni exclusivismo. Pero es preciso que el derecho no consti­
tuya un privilegio o un medio de dominación de una clase sobre 
otra". -

Se ha dicho que la legislación no debe ser más que un ka­
sunto de las costumbres, una cristalización de las necesidades de 
una sociedad, y por eso se condena enérgicamente la adapta~ión 
de leyes e instituciones existentes en otros países. Esa opinión 
encierra un gran fondo de verdad, pero como toda idea unila­
teral y exclusivista, no expresa toda la verdad. 

Para legislar no deben tenerse en cuenta solamente las ne­
cesidades actuales y manifiestas de la sociedad, porque hay ne­
cesidades ficticias cuya satisfacción acarrearía gravísimos ma­
les, porque hay legítimas necesidades latentes que es preciso des­
cubrir y remediar; porque hay necesidades antagónicas que e! 
forzoso armonizar y porque el legislador debe tener los ojos 
fijos en el porvenir. 

La fuerza de la tradición, la obra de las costumbres, sin du­
da que son respetables; pero muchas veces sancionan irritantes 
injusticias, privilegios odiosos que el legislador con valentía 
debe borrar, y debe también recoger la.s reivindicaciones de 109 
<>primidos, de los vejados, para convertirlas en preceptos legales. 

"Se ha dicho, no sin cierta razón, que las leyes no crean las 
<condiciones del mundo social y que no hacen más que expresar­
las. Pero la legislación no se limita a este papel pasivo; es en 
g-ran parte, el eco de las condiciones sociales nuevas, de los sen~ 
timientos y de las necesidades nuevas; y las sanciones del legis­
lador ejercen a su vez una acción propulsiva y estimulan a rei­
vindicaciones" . 

Por ot.ra parte, la legislación no puede considerarse como un 
(>onjunto de principios teóricos que se desarrollan con el rigor 
de Un razonamiento lógico. No debe olvidarse que es un con~ 
junto de reglas de conducta y que la vida no tiene la inflexibi­
lidad de la línea recta. 

Las anteriores consideraciones normarOn la conducta de la 
Comisión y por eso fué que no tuvo reparo en inspirarse en le· 
gislaciones extranjeras, en aquellos puntos en que era deficiente 
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la legislación patria, y en tomar en cuenta las teorías de reputa­
dos tratadistas europeos para proponer algunas reformas. Esto, 
sin descuidar nuestros propios problemas y necesidades, y, sobre 
todo, procurando que enraizaran en el Código Civil los anhelos 
de emancipación económica de las clases populares que alentó 
nuestra última revolución social y que cristalizaron en los ar· 
t.ículos 27, 28 Y 123 de la Constitución Federal de 1917. 

Deliberadamente la Comisión no procuró ser original, por­
que está convencida de que en materia legislativa la invención 
es peligrosísíma y de que los intereses sociales son demasiado 
respetables para arriesgarlos en UD experimento de éxito proble­
mático. 

Por eso, por regla general, propone reformas que estén es­
cudadas con la autoridad de connotados tratadistas o que ya 
figuran en la legislación de los países más cultos. Cuando en­
contró un precepto legal de Código extranjero que expresara 
fielmente lo que se proponía la Comisión, lo acepto literalmente, 
aunque no le habría sido muy difícil cambiar su redacción, por­
que quiso se pudieran aprovechar la interpretación que a ese 
precepto habían dado los tribunales, así como los trabajos de los 
tratadistas que lo explicaban y comentaban. 

El pensamiento capital que informa el Proyecto puede ex­
presarse brevemeute en los siguientes términos: 

Armonizar los intereses individuales con los sociales, corri­
giendo el exceso de individualismo que impera en el Código Ci­
vil de 1884. 

He aquí algunas de las principales reformas que contiene 
el Proyecto: 

LIBRO PRIMERO: 

El Código Civil rige en el Distrito y en los Territorios Fe­
derales; pero sus disposiciones obligan a todos los habitantes de 
la República, cuando se aplican como supletorios de leyes fede­
rales, en los casos en que la Federación fuere parte y cuando 
expresamente lo manda la ley. En estos casos las disposiciones 
del Código Civil no tienen carácter local, con toda propiedad 
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puede decirse que están incorporadas, que forman parte de una 
ley federal y, por lo mismo, son obligatorias en toda la Repú, 
blica. 

Además, quedaría desvirtuado el propósito de uniformidad 
buocado por el legislador al declarar de competencia federal la 
materia respectiva, si se aplicaran como supletorias las diversas 
legislaciones civiles de los veintiocho Estados de la Federación. 

Se equiparó la capacidad jurídica del hombre y la mujer, 
estableciéndose que ésta no quedaba sometida por razón de su 
sexo a restricción legal alguna en la adquisición y ejercicio de 
sus derechos. 

Como consecuencia de esta equiparación se dió a la mujer 
domicilio propio; se dispuso que tuviera en el matrimonio auto· 
ridad y consideraciones legales iguales al marido y que, por lo 
mismo, de común acuerdo arreglaran todo lo relativo a la edu­
cación y establecimiento de los hijos y a la administración de 
los bienes de éstos. 

Se estableció que la mujer pudiera, sin necesidad de auto­
rización marital, servir lln empleo, ejercer una profesión o in~ 
dustria, o dedicarse al comercio, con tal que no descuidara la 
dirección y los trabajos del hogar. 

La mujer casada mayor de edad puede administrar libre­
mente sus bienes propios y disponer de ellos. También puede 
administrar los bienes pertenecientes a la sociedad conyngal, si 
así lo hubiere convenido con su esposo. 

La mujer casada tiene derecho de pedir que se dé por con­
eluida la sociedad conyugal, cuando teniendo el marido la ad­
ministración de los bienes comunes, se revele un administrador 
torpe o negligente. 

Se hizo desaparecer la incapacidad legal para que la mujer 
pudiera ser tutriz, fiadora, testigo en testamento, albacea, y para 
que ejerciera el mandato. 

Al llegar a la mayor edad tiene la libre disposición de su 
persona y de sus bienes, estando legalmente capacitada para ce­
lebrar toda clase de contratos. 
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N o pierde la patria potestad sobre los hijos de los matri. 
monios anteriores, aun cuando contraiga segundas o ulteriores 
nupcias. 

La equiparación legal del hombre y la mujer se hacía neceo 
fmria, en vista de la fuerza arrolladora que ha adquirido el mo· 
vimiento feminista. Actualmente la mujer ha dejado de estar 
relegada exclusivamente al hogar; se le han abierto las puertas 
para que se dedique a todas las actividades sociales, y en muchos 
países toma parte activa en la vida política. En tales condicio­
nes, era un contrasentido la reducción de su capacidad jurídica 
t>n materia civil, sustentada por el Código anterior. 

Se fijó mi procedimiento más eficaz para la publicación de 
las leyes, con el objeto de que sean éstas realmente conocidas 
del público, pues en un país en el que hay un alto porcentaje de 
analfabetos, no es el medio más adecuado para que se conozcan 
las lf':yes, y por lo mismo para hacer obligatoria su obediencia, 
la sola publicación en el periódico oficial. 

La reforma consiste fundadamente en que las poblaciones 
que no sean las capitales de la República o de los Territorios, 
la publicación se haga leyendo en la plaza pública las leyes y 
reglamentos, y además fijando el periódico oficial que los con· 
tiene en los lugares públicos acostumbrados. 

En el Proyecto Se completó la teoría de los estatutos des­
arrollada en el Código de 84. Se reconoce que la ley personal 
debe regir el estado y capacidad de las personas; pero que esa 
ley no se aplicará si pugna con alguna disposición de orden pú­
blico. Se estableee que se considera como ley personal la del do­
micilio, cuando los individuos tienen dos o más nacionalidades 
o no tienen ninguna, o cuando se trata de mexicanos que siendo 
originarios de otras entidades federativas, ejecutan actos' jurí­
dicos en el Distrito o en los Territorios }I'ederales. Se sujetó 1a 
aplicación de la ley personal cuando se trata de extranjeros, al 
justo principio de reciprocidad, y se obliga a éstos, cuando con­
traten con mexicanos, a declarar su estatuto y las incapacida­
des que conforme a él tuvieren; so pena de que si no la hacen o 
declaran falsamente, el contratante mexicano que ha procedido 
<le buena fe tiene derecho de que se apliquen las disposiciones 
del Código Civil mexicano, aún tratándose del estado y capaci­
<lad del extranjero. 
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La capacidad de la persona para los actos jurídicos depen­
de de su desarrollo IlSico e intelectual, que a su vez se determi­
na por los factores peculiares de raza, de clima, de costumbres, 
de tradiciones, de idioma, etc. Por eso las leyes que l'ijan su ca­
pacidad deben ser sus leyes nacionales, que tienen en cuenta las 
expresadas circunstancias y que especialmente han sido hechas 
en vista de las cualidades inmanentes y distintivas de los indi­
viduos a quienes se van a aplicar. Esas leyes deben regir a la 
persona a donde quiera que vaya y sólo cuando estén en pugna 
con preceptos de orden público del país en que se realice el acto 
jurídico, no serán aplicadas, porque los preceptos de orden pú­
blico constituyen los principios fundamentales que cada nación 
ha adoptado para la organización y funcionamiento de sus más 
importantes instituciones sociales. 

Sólo subsidiariamente, cuando las personas que no tienen 
nacionalidad o cuando tienen dos o más, se ordena que se apli­
que la ley del domicilio; en el primer caso, porque no hay ley 
nacional que aplicar, y en el segundo, porque nO se sabría cuál 
de las leyes nacionales debería preferirse. 

También se dispuso que se aplicara la ley del domicilio cuan­
do se trate de mexicanos que siendo originarios de otras enti­
dades federativas ejecuten actos jurídicos en el Distrito o en los 
Territorios Federales. Entre los mexicanos nacidos en diversas 
entidades federativas no hay las profundas diferencias de raza, 
de costumbres, de tradiciones, de idioma, etc., que tuvo en cuen­
ta la escuela nacionalista para sostener que la capacidad de las 
personas debe regirse por su ley nacional. En tales condiciones 
y a fin de establecer una regla para resolver conflictos que de 
otra manera permanecerían sin solución, se adoptó en el caso de 
que se trata la aplicación de la ley del domicilio. 

Igualmente se dispuso que se aplicara la ley del domicilio 
en casos en los que por conflicto entre las leyes personales de los 
interesados, sería injusto supeditar a alguno de ellos a la ley 
personal del otro. 

Como una medida de defensa de la política nacionalista, 
perfectamente justificada, pues tiende a borrar injustas desigual­
dades contrarias a la solidaridad internacional, se subordinó la 
aplicación de la ley personal de los extranjeros que ejecuten ac­
tos jurídicos en la República a la condici6n de reciprocidad. 
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Por lo que atañe al régimen sobre los bienes muebles e in­
muebles, se ordenó que sin distinción quedaran regidos por la 
ley del lugar donde están ubicados, de acuerdo con lo prevenido 
en el artículo 121 de la Constitución Federal. 

Se dió a la clase desvalida o ignorante una protección efec­
tiva, modificándose las disposiciones inspiradas en los clásicos 
prejuicios de la igualdad ante la ley y de que la voluntad de las 
partes es la suprema ley de los contratos, pues se comprendió 
que no todos los hombres, tan desigualmente dotados por la na­
turaleza y tan diferentemente tratados por la sociedad, en aten­
ción a su riqueza, cultura, etc., pueden ser regidos invariable­
mente por la misma ley, y por eso se dispuso que cuando alguno, 
explotando la suma ignorancia, notoria inexperiencia o extrema 
miseria del otro, obtiene un lucro excesivo, que sea evidentemen­
te desproporcionado con lo que su parte se obliga, el perjudi­
cado tiene derecho de pedir la rescisión del contrato, y cuando 
esto no sea posible, la reducción equitativa de su obligación, du­
rando ese derecho un año. 

El derecho de que se reduzca la obligación sólo se tiene 
(mando no es posible la rescisión, porque se deseó disminuir los 
casos de aplicación del arbitrio judicial, y se limita a un año el 
plazo para el ejercicio de las acciones, con el objeto de evitar 
los peligros que el abuso de este derecho pueden ocasionar, que­
brantando la estabilidad de las transacciones. 

Se moderó el rigor del precepto de que la ignorancia de las 
leyes debidamente promulgadas y publicadas no excusa su cum­
plimiento, precepto que se apoya en una ficción legal constan­
temente desmentida por la experiencia, y se facultó a los jueces 
para que teniendo en cuenta el notorio atraso de algunos indi­
viduos, su apartamiento de las vías de comunicación y su mise­
rable situación económica, pudieran eximirlos, de acuerdo con 
el Ministerio Público, de las sanciones en que hubieren incurri­
do por la falta de cumplimiento de la ley que ignoraban; o de 
ser posible, concederles un plazo para que la cumplan; siempre 
que no se trate de leyes que afecten directamente al interés pú­
blico y que no resulte perjuicio a tercero. 

Se reconoció la personalidad moral de los sindicatos, aso­
ciaciones profesionales y de las demás a que se refiere la frac-
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ci6n XVI del artículo 123 de la Constitución Federal, así como 
de las sociedades cooperativas y mutualistas. 

Se dispuso que en el Registro Civil se levantaran actas rela­
tivas a la adopción, divorcio, ausencia, presunción de muerte y 
pérdida de la capacidad legal para administrar bienes, porque 
estas instituciones jurídicas constituyen verdaderos estados ci­
viles, y se puso la institución del Registro Civil bajo la estrecha 
vigilancia del Ministerio Público. 

Se exigió para contraer matrimonio que los cónyuges pre­
senten un certificado médico que compruebe que no padecen 
sífilis, tuberculosis o alguna enfermedau crónica e incurable, 
que sea además contagiosa o hereditaria, y con el mismo propó· 
sito de evitar la degeneración de la especie, se estableció como 
impedimento para contraer matrimonio padecer alguna de esas 
enfermedades, o hacer uso excesivo y habitual de bebidas embria­
gantes, o de drogas enervantes. 

Se obligó a que al contraerse matrimonio forzosamente pac­
taran los cónyuges acerca de si establecían comunidad o sepa .. 
ración de bienes, procurándose por este medio garantizar debi­
damente los intereses de la esposa en el momento más propicio, 
cuando el hombre desea hacerla compañera de su vida. De esta 
manera, se combaten prejuicios muy arraigados que impiden, 
por falsa vergüenza o mal entendida dignidad, tratar de asun­
tos pecuniarios cuando se funda una familia, que imperiosamen­
te exige muchos y continuados gastos. 

Por lo que toca a los hijos, se comenzó por borrar la odiosa 
diferencia entre los hijos legítimos y los nacidos fuera de ma­
trimonio; Se procuró que unos y otros gozasen de los mismos de~ 
rechos, pues es una irritante injusticia que los hijos sufran las 
eonsecuencias de las faltas de los padres, y que se vean privados 
de los más sagrados derechos, únicamente porque no nacieron de 
matrimonio, de lo cual ninguna culpa tienen; se ampliaron los 
casos de la investigación de la paternidad, porque los hijos tie­
nen derecho de saber quiénes los trajeron a la vida, y de pedir 
que los autores de su existencia les proporcionen los medios de 
vivir; pero se procuró que la investigación de la paternidad no 
constituyera una fuente de escándalo y de explotación por parte 
de mujeres sin pudor que quisieran sacar provecho de su prosti­
tució'n. 
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Se concedió al hijo nacido fuera de matrimonio el derecho 
de investigar quién es su madre) y se estableció en favor de los 
hijos nacidos de concubinato, la presunción de ser hijos natura~ 
les del concubinario y de la concubina. 

Hay entre nosotros, sobre todo en las clases populares. una 
manera peculiar de ·formar la familia: el concubinato. Hasta 
ahora se habían quedado al margen de la ley los que en tal estado 
vivían j pero el legislador no debe cerrar los ojos para no darse 
cuenta de un modo de ser muy generalizado en algunas clases 
sociales, y por eso en el Proyecto se reconoce que produce algu­
nos efectos jurídicos el concubinato, ya en bien de los hijos, ya 
en favor de la concubina, que al mismo tiempo es madre y que 
ha vivido por mucho tiempo con el jefe de la familia. Esos efec­
tos se producen cuando ninguno de los que viven en concubina­
to es casado, pues se quiso rendir homenaje al matrimonio, que 
la Comisión considera como la forma legal y moral de constituir 
la familia, y si se trata del concubinato, es, como se dijo antes, 
porque se encuentra muy generalizado; hecho que el legislador 
no debe ignorar. 

Se equipararon en cuanto fué posible las causas de divorcio 
en lo que se refiere al hombre y a la mujer, procurándose que 
quedaran debidamente garantizados los intereses de los hijos, 
que casi siempre resultan víctimas de la disolución de la familia. 

Se estableció una forma expedita para obtener el divorcio 
por mutuo consentimiento, cuando los cónyuges son mayores de 
edad, no tienen hijos, y de común acuerdo liquidan la sociedad 
conyugal, si bajo ese régimen se casaron. En tales condiciones, 
los cónyuges 110 necesitan recurrir a la autoridad judicial para 
que decrete el divorcio, sino que personalmente se presentarán 
ante el Oficial del Registro Civil del lugar de su domicilio y, 
previa identificación de los consortes y comprobación de las cir­
runstancias que se han mencionado, el mismo registrador los de­
clarará divorciados, levantándose el acta correspondiente. 

El divorcio en este caso sólo perjudica directamente a los 
cónyuges, que obran con pleno conocimiento de lo que hacen, y 
no es necesario para decretarJo que se llenen todas las formali­
dades de un juicio. Es cierto que hay interés social en que los 
matrimonios no se disuelvan fácilmente; pero también está in-
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teresada la sociedad en que los hogares no sean focos constantes 
de disgustos y en que, cuando no están en juego los sagrados 
intereses de los hijos o de terceros, no se dificulte innecesaria­
mente la disolución de los matrimonios, cuando los cónyuges 
manifiestan su decidida voluntad de no permanecer unidos. 

Al organizar sobre nuevas bases la tutela, se procuró que 
ésta atendiera preferentemente a la persona de los incapacitados 
más que a la administración de los bienes, y, al efecto, se insti­
tuyeron organizaciones especiales, tales como los Consejos Loca­
les de Tutelas y los Jueces Pupilares, para que velaran sobre la 
persona o bienes de los incapacitados, y se llegó hasta imponer 
al Estado la obligación de sustentar y educar a los menores que 
por no tener bienes, ni familiares que cuiden de ellos, necesitan 
forzosamente que la so~iedad vaya en su auxilio. 

El ejercicio de la tutela, así como el de la patria potestad, 
se limitó en aquellos casos que lo exigía el funcionamiento de los 
Tribunales de Menores. 

Se exigió que los tutores garanticen más amplia y eficaz­
mente la administracin de los bienes de sus tutoreados, y se dic­
taron medidas más severas para que sus responsabilidades, has­
ta ahora solamente teóricas, pudieran hacerse efectivas. 

Se hizo responsable al juez que no nombrare oportunamen­
te tutor, de los daños y perjuicios que se sigan al menor por esta 
falta, y se estableció que el juez respondería subsidiariamente 
con el tutor, de los dañof;: y perjuicios que sufra el incapacitado 
por no haber exigido que se caucione el manejo de la tutela. 
Se dispuso que el tutor que no hiciera las imposiciones de los do­
nativos pertenecientes a los incapacitados dentro del plazo que 
fija la ley, pagara los réditos legales correspondientes, y se con­
cedi& al Ministerio Público y a los parientes del pupilo el derecho 
de promover la separación de los tutores que se encuentren en 
algunos de los casos en que la ley dispone que sean separados. 

Tratándose de ausentes, se acortaron los plazos para ha­
cer las declaraciones efectivas de ansencia y de presunción de 
mnerte, a fin de que no se prolongara por mucho tiempo 
esa situación antieconómica en la que los bienes realmente no se 
sabe a quién pertenecen y en que su administración queda por 
lo general bastante descuidada. 
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Todavía más, respecto a los individuos que hayan desapare­
cido al tomar parte en una guerra, encontrándose a bordo de un 
buque que naufrague O al verificarse una explosión, incendio, 
terremoto, inundación u otro siniestro semejante) se fijó un corto 
plazo (dos años), contando desde su desaparición, para que pu­
diera hacerse la declaración de presunción de muerte, sin que 
en esos casos fuera necesario que previamente se delarara la 
ausencia, porque las circunstancias especialrs en que la desapari­
ción tuvo lugar, establecen una presunción de muerte más pode­
rosa que la seguida por el simple transcurso del tiempo en la 
mayoría de los casos. 

Como innovación importante y para evitar abusos de los 
jueces y mayores trastornos en los bienes, se estableció que el 
patrimonio de los ausentes o ignorados, se administrará de pre­
ferencia por los miembros de la familia que tuvieran carácter 
de herederos legítimos. 

LIBRO SEGUNDO. 

Se hizo una más amplia y metódica clasificación de los bie­
nes inmuebles, enumerándose entre ellos los contenidos en las 
fracciones VII, IX, XI y XII del artículo 733, que no habían sido 
mencionados por el artículo correlativo del Código de 84. La 
clasificación de esos bienes se amplió teniendo en cuenta los 
adelantos científicos e industriales que han hecho aparecer nue­
va clase de bienes. 

Al tratar de la propiedad se separó la Comisión de la ten­
dencia individualista que campeaba en el Derecho Romano, en 
la legislación napoleónica y en gran parte de nuestro Código 
Civil vigente, y aceptó la teoría progresista que considera el 
derecho de propiedad como el medio de cumplir una verdadera 
función social. Por tanto, no se consideró a la propiedad como 
un derecho intangible y sagrado, sujeto en su ejercicio a la apre­
ciación individual del propietario, sino como un derecho mutable 
que debe modelarse sobre las necesidades sociales a las cuales 
está llamado a responder preferentemente. A este efecto, y de 
acuerdo con los preceptos constitucionales relativos, se impu-
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sieron algunas modalidades a la propiedad, tendientes a que no 
quedara al arbitrio del propietario dejar improductiva su pro­
piedad, y a que no se usara de su derecho con perjuicio de ter­
cero o con detrimento de los intereses generales. 

El criterio que en esta materia siguió la Comisión fué: ga­
rantizar al propietario el goce de su propiedad, a condición de 
que al ejercitar su derecho procure el beneficio social. 

Se ensayó implantar la teoría objetiva de la posesión, lle­
vándola más lejos de donde habían llegado los Códigos Alemán 
y Suizo. En el Proyecto no se exige para conceptuar poseedora 
a alguna persona el animus domini de la escuela clásica, ni si­
quiera el animns posidendi de la escuela de trasmisión, acep­
tado por el Código Japonés, sino 'tue basta para adquirir la po­
sesión que se ejerza un verdadero poder de hecho ¡¡ob!e:ra'~~~a, 
<'n próvecho del que"t"á -tiene, sin perjudicar a la. co.le.ctiyidlld, 
y ¡lbr 'eso, Se reconoce como poseedor al arrendatario y a todos 
los que conforme a la antigua escuela poseían a nombre de otro. 
De .. ac.uerdo...00ll..,1 .. P~0 •• "'" JJa.w.ad9li .. det.enta.dor.e~ .. sllr.4.!!. po­
seedores, porque hay. q)\eprotegerun estado. de he.!lh!!-'lll~tkne 
v!1:(H .. ·.~o:c.i~T,;Y,·.e~éou_ó~~~_9 P9r ~í·IQ.r~ino. ~~ posesión es la co~si1~gra­
Clon que el derecho,hac~ ,9:~ .. }!t:L8:. ~1~'~J~_~~9.I~Lªe ,h~~.~,~ X}1"o _~~ .ne'Ce­
s.!!:u ¡¡v~t1~ílar-desae"éT punt,() d." _vi~ta l',ur'\n:':~::tte. i9-};ljvid~61ista, 
lo que q~"re rp_'1l't"treIie"f1C16rIO de esa sltuaclOn de hecho, 
sino eomo-l1tectllílme á la colectividad a la. qllil aquel pertenece 
como miembro.' }l'as, s'egiÍn que el poseedor reconozca o no en otro 
el derecho de propiedad de lo poseído, producirá la posesión dife­
rentes efectos, sobre todo en lo relativo a la prescripción. 

Por no chocar con un precepto constitucional (art. 17) no 
se concedió a la posesión el procedimiento de defenaa que otros 
Códigos, entre los que se cuentan el alemán, el suizo y el brasi­
leño, le concede: el de la defensa privada, sólo se concedieron las 
acciones tradicionales de ret.ener y recobrar la posesión. 

Se estudió la posesión independiéndola del derecho de propie­
dad y de cualquiera otro acto jurídico que la sirviera de título. 

Por eso se estableció que cuando la posesión no era más 
que la manifestación del derecho de propiedad, el poseedor go­
zaba de los derechos del propietario, y que cuando la posesi6n se 
adquiría del dueño, en virtud de un acto jurídico que transmitie-
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ra el poder de hecho sobre un~ cosa, el poseedor tenía los derechos 
que le confería el título constitutivo de la posesión y, ésta se re­
gía por las disposiciones legales que reglamentaban el acto jurí­
dico que le dió nacimiento, ya fuera usufructo, arrendamiento, 
prenda, etc. Pero independientemente de esas posesiones se regla~ 
mentó la posesión sin título, es decir, el poder de hecho que se ad­
quiere sobre una cosa independientemente de toda autorización 
de su dueño. Esta posesión fué garantizada, cuando el poseedor 
hacía producir la cosa poseída, pues el beneficio que con esto 
recibe la colectividad amerita que reconozca esa posesión como 
capaz de producir efectos jurídicos. Consecuente con este cri­
terio, la Comisión estableció la posesión útil, es decir~ la de aquel 
que hace producir la cosa, rodeando a esta posesión de más ga­
rantías y reconociéndole mayores efectos jurídicos. En concepto 
de la Comisión merece más protección el individuo que aunque 
sin ser el propietario, tiene una cosa en su poder, la beneficia de­
bidamente y la hace producir para satisfacer necesidades socia­
les, que el propietario indolente que mantiene ociosa su propie­
dad, la abandona o impide que la sociedad obtenga de ella el 
aprovechamiento que la colectividad reclama. 

Se cambió el criterio establecido en el artículo 830 del Códi­
go Civil de 84 para juzgar cuando hay posesión de buena fe, sus­
tituyendo el elemento subjetivo y vago adoptado por este artículo, 
Ij La creencia fundada de tener título bastante para transferir el 
dominio", por un elemento objetivo y de fácil demostración: el 
haber adquirido la posesión de los bienes inmuebles de aquel que 
los tiene inscritos a su favor en el Registro de la Propiedad o de 
quien autorizado por aquél, trasmite esa posesión. También se 
presume de buena fe la posesión que se inscriba en el Registro y 
que se refiere a inmuebles que no están inscritos en favor de otra 
persona, con lo que se le da mayor importancia al registro, puesto 
que se le hace producir efectos jurídicos que hasta ahora no ha· 
bían sido reconocidos. 

Por otra parte) juzga la Comisión que la creencia, aunque 
fundada, pero errónea, de tener título bastante para transferir el 
dominio, en realidad no constituye un verdadero título, y que 
la posesión en tal caso debe ser considerada como posesión sin 
título. 

La frecuencia y rapidez con que se hafen las transacciones 
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sobre muebles impiden que éstas se sujeten a una publicidad 
formalista y complicada, por lo que no puede establecerse para 
ellas, como regla general, el sistema de inscripción en el Regis­
tro Público. Por eso, tratándose de muebles, la publicidad qne 
resulta del hecho de la posesión, sustituye a la acción protectora 
que en materia de inmuebles realiza la inscripción en el Registro, 
y la Comisión aceptó el principio de que el pose-edor de una cosa 
mueble se presume propietario de ella. 

Una consecuencia de esta presunción, necesaria para que la 
circulación de los muebles fuese rápida, fácil y segura, ya que el 
comprador en cada caso no exige al vendedor la comprobación 
de la legitimidad de su derecho, fué que se garantizara al coro· 
prador de buena fe contra la pérdida del precio pagado, cuando 
adquiera la cosa en almoneda o de un comerciante que se dedique 
a la venta de objetos de la misma especie. Se estimó que los per­
juicios que por este motivo llegara a sufrir el propietario de la 
cosa perdida o substraída, pueden ser evitados por el mayor 
cuidado que tomen las autoridades para impedir que en almone­
da o mercados públicos se vendan cosas robadas. 

Por otra parte, esta reforma figura ya en varias legislacio­
nes, pudiendo citarse, entre otras, la francesa, inglesa, canaden­
se, alemana, suiza, española y brasileña. 

Al que posee por más de un año, pacífica, continua y públi­
camente, aunque su posesión sea de mala fe, con tal de que no sea 
delictuosa, se le conceden dos terceras partes de los frutos indus­
triales que haga producir a la cosa poseída, perteneciendo la 
otra tercera parte al propietario, porque se cree de justicia qne 
su esfuerzo productor sea remunerado y que no debe pertenecer 
exclusivamente al propietario indolente el producto del trabajo 
de otro, sólo por ser dueño de la cosa que fructifica. 

Para facilitar el cultivo de la propiedad rústica que tanto 
beneficia a la sociedad en un país esencialmente agrícola como 
el nuestro, se estableció un nuevo caso de expropiación por causa 
de utilidad pública, ordenándose que el propietario de un predio 
qne sólo con muy costosos trabajos pueda proveerse del agua 
que necesita para utilizar convenientemente ese predio, tiene 
derecho de exigir de los dueños de predios vecinos que tengan 
aguas sobrantes, que le proporcionen la necesaria, mediante el 
pago de una indemnización fijada por peritos. 
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Con el mismo propósito de hacer prosperar la agricultura se 
amplió la servidumbre legal de desagüe, imponiéndose a 108 pre· 
dios inferiores la obligación de recibir las aguas de los superio­
rea que sea necesario pasen 8 aquéllos como consecuencia de las 
mejoras agrícolas e industriales que se hagan en éstos; pero se 
impuso la obligación de pagar la indemnización corroE'spondiente. 

Se abreviaron los términos para las prescripciones, reducién· 
dolos al mínimo cuando el poseedor, además de tener la posesión 
necesar~& para prescribir, tenía la posesión útil de que se acaba 
de hablar, pues se consideró que conviene estimular el esfuerzo 
productor, más bien que la lenidad del propietario, ya que la co­
lectividad recibe un beneficio directo con el aumento de los pro­
ductos destinados a su consumo. 

Se dió una nueva reglamentación para el ejercieio de ]a ser· 
vidumbre, teniendo más en cuenta los intereses de la Hociedad 
que el interés afectado del dueño del predio sirviente; y se segre­
gó del grupo de las servidumbres la llamada de medianería. pues 
se consideró a ésta más que como Ulla servidumbre, como una vrr­
dadera copropiedad. 

Una de las innovaciones más importantes que contiene el 
Proyecto es la creación del patrimonio de familia. Para lo cual 
se siguen tres sistemas: l. El del patrimonio de familia instituí­
do voluntariamente por el jefe de ella con sus propios bienes raí­
ces y con el fin de constituir con ellos un hogar seguro para su 
familia; lI. El patrimonio que se constituye contra la voluntad 
del jefe de familia y con bienes que le pertenecen, a petición de 
su cónyuge, hijos o del Ministerio Público, y tiene por objeto am­
parar a la familia contra la mala administración o despilfarros 
del jefe de ella que, con su mala conducta, amenaza de.iar a la 
familia en la más absoluta miseria; y nI, El patrimonio de fami­
lia destinado especialmente a proporcionar un modesto hogar a 
las familias pobres y laboriosas, las que por sus reducidos ingre­
sos, les es imposible adquirir una casa en las condiciones norma­
les de venta y' mientras tanto son víctimas de los propietarios 
inconsiderados y ambiciosos que absorben por lo general con el 
cobro de sus elevados alquileres más del cincuenta por ciento del 
redueido presup_uesto de esas familias menesterosas. Para la cons­
titución de este patrimonio, que se divide en patrimonio rural y 
urbano, se declara la expropiación por causa de utilidad pública 
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de determinados terrenos propios para las labores agrícolas o 
para que en ellos se construya, pagándose BU valor en veinte años 
y con un interés no mayor del cinco por ciento anual. Los bienes 
afectados por la expropiación son aquellos que deben su crecido 
valor al esfuerzo de la colectividad, y se trata por lo mismo de 
evitar que los dueños de esos terrenos ociosos, que han contri­
buído con su indolencia a crear los problemas de la falta de casa. 
y de la elevación de los alquileres, se aprovechen del aumento del 
valor de sus terrenos, sin que hayan contribuído con su esfuerzo. 
Se procuró respetar los intereses de empresas progresistas que 
han dotado a zonas de la población de todos los servicios urbanos, 
y también se trata de librar de la expropiación los pequeños lo­
tes adquiridos a costa de economía con el objeto de construir en 
ellos la casa habitación. Se tiene la esperanza de que la regla­
mentación propuesta produzca incalculables beneficios al país, 
pues si el sistema se generaliza, se logrará que la gran ma.yo'l'ía 
de las familias mexicanas tengan IDla casa común módicamell"' ... · 
adquirida y pueda tener la clase campesina laboriosa un modesto 
pero seguro hogar que le proporcione lo necesario para vivir. Y, 
en fin, de consolidarse esta nobilísima institución, sin carga al· 
guna para la Nación, sin quebrantamiento de la unidad de la pro­
piedad rural, y siu despojos, ya que no lo es la privación de una 
ganada ilícita, se habrán creado las bases más sólidas de la tran­
quilidad doméstica, de la prosperidad agrícola y de la paz or­
gánica. 

El anteproyecto del Libro Seg-undo del Código Civil con­
cluye modificando la legislación vigente sobre propiedad iute­
lectual, pues no considera a ésta como un derecho perpetuo, sino 
como un privilegio limitado, de acuerdo con la tesis que establece 
el artículo 28 de nuestra Constitución Política. 

Se creyó justo que el autor o el inventor gocen de 108 pro­
vechos que resulten de su obra o de su invento; pero no que tras­
mitan esa propiedad a sus más remotos herederos, tanto porque 
la sociedad está interesada en que las obras o inventos de positi­
va utilidad entren al dominio público, como también porque 
en tales obras e inventos se han aprovechado la experiencia de 
la humanidad y los conocimientos de nuestros antecesores, por lo 
que no puede sostenerse que sea obra exclusiva del autor o del 
inventor. 
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LIBRO TERCERO 

En materia de sucesiones se adoptó la doble forma estable­
cida por el Código Civil: la te,tamentar;a r la legítima; pero en 
una y otra se establecieron restricciones que la Comisión creyó 
eran exigidas en los intereses sociales y las tendencias de nuestra 
época. Además se buscó la mayor simplificación y rapide-z de los 
juicios sucesorios, para evitar que su retardo indefinirlo produzca 
el estancamiento de los bienes de la herencia, apartándolos de 
hecho de la libre circulación de la riquC'za. 

Por lo que toca a la sucesión legítima, el derecho de heredar 
se limitó hasta el cuarto grado de la línea colateral, porque más 
allá de ese grado los vínculos familiares son muy débiles y es una 
ficción verdaderamente infundada suponer que el autor de la 
herencia quiso dejar sus bienes a parientes remotos que quizá 
ni conoció. 

Por lo que se refiere a la sucesión por testamento, se ordenó 
que cuando el testador disponía de sus bienes en fayor de per­
sonas que no fueran sus herederos legítimos, tE'uÍa obligación de 
dejar a la Beneficencia Pública el veinte por ciento de sus bienes. 
Cree la Comisión que el derecho de propiedad sobre los bienes 
uo producidos por el esfuerzo del testador debiera concluir con 
su muerte, y si no rse introducen reformas más severas es debido 
al criterio constitucional que garantiza la libre disposición de 
la propiedad y porque no desea privar de un estímulo para la 
producción y de premio a la laboriosidad e inteligencia; mas no 
por eso debe reconocérsele el derecho absoluto de disposición, y 
es conveniente que cuando no destina sus bienes a cumplir los 
deberes que le impone la naturaleza, una parte de ellos vuelva 
a la comunidad de donde fueron extraídos. De esta manera se 
establee e una doble corriente de apropiación de bienes y devolu­
ción de los mismos, que permitirá al Estado borrar, en cuanto 
fuere posible, ('sas odiosas diferencias establecidas en el dintel de 
la vida, que hacen que mientras unos al nacer se encuentran lle­
nos de riquezas, otros no tengan ni para subvenir a las más impe­
riosas necesidades, cuando ni los unos ni los otros han hecho algo 
que amerite esa diferencia de situación. 

Como novedad en el Proyecto de Código se adoptó el testa­
mento ológrafo, es decir, ('1 testamento escrito todo él de puño y 
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letra del testador, sin intervención de notario, ni de ningún otro 
funcionario, y sin que el testador esté obligado a observar la 
enorme cantidad de ritualidades con que la ley rodea a los testa­
mentos, bastando que exprese de nna manera clara y terminante 
su volnntad respecto del destino que quiera dar a sus bienes 
para después de su muerte. 

La Comisión abriga la esperanza de que éste será el testa· 
mento del porvenir para la mayoría de las clases sociales, por 
la facilidad en su formación y porque no exige para hacerse nin­
gunas erogaciones. 

Para evitar los dos graves inconvenientes que presenta el 
testamento ológrafo y que son: la facilidad con que puede falsi­
ficarse y lo frecuente que es su destrucción, se dispuso que se 
hiciera por duplicado y que uno de los originales se depositara 
en el Registro Público, con la nota puesta por el testador y auto­
rizada por el encargado de la oficina,de que el respectivo pliego 
cerrado contiene el testamento. El otro original debe guardarlo 
el testador y también en la cubierta que lo contiene se pondrá 
la nota autorizada por el Registrador de que recibió uno de los 
originales, del cual es reproducción exacta el que contiene el 
pliego de que se trata. 

De acuerdo con lo ordenado en el artículo 30 de la Constitu­
ción, se establece la incapacidad legal de los ministros de los 
cultos para ser herederos por testamento de los ministros del 
mismo culto o de un particular con quien no tengan parentesco 
dentro del cuarto grado, aumentándose esta incapacidad al cón­
yuge, ascendientes, descendientes y hermanos de los mismos mi­
nistros, para evitar que fácilmente fuera eludida la prohibición 
de heredar contenida en el precepto constitucional citado. 

Se hicieron modificaciones de mucha importancia en ma­
teria de representación, de incapacidad para testar y para here­
dar, de legados y de partición y adjudicación de los bienes; mo­
dificaciones de carácter puramente técnico que sería difícil ex­
poner en este breve resumen. Como una consecuencia de la equi­
paración legal de todos los hijos, se borraron las diferencias que 
en materia de sucesión legítima estableció el Código Civil, entre 
los hijos legítimos y los que habían nacido fuera de matrimonio. 

También se creyó justo que la concubina que hacía vida ma .. 
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rital con el antor de la herencia al morir éste, y qne o tiene hijos 
de él o vivió en su compañía los últimos cinco años que precedie· 
ron a su muerte, tuviera alguna participación en la herencia. le­
gít.ima, pues en la mayoría de los casos, cuando se reunen las ex· 
presadas circunstancias, la mujer es la verdadera compañera de 
Id vida y ha contribuído a la formación de los bienes. El dere­
cho de la concubina tiene lugar siempre que no haya cónyuge 
supérstite, pues la Comisión repite que rinde- hOlli¡;>naje al ma­
trimonio. 

En materia de albaceazgo se dietaron disposiciones con el 
objeto de que los albaceas no pudieran, como con frecuencia se 
hace en la actualidad, prolongar indefinidamente los juicios su­
cesorios, por lo que se les f'xigió. cerno a todo administrador de 
bienes ajenos, que tuvieran la obligación de ca ncionar su manejo, 
sin que del cumplimiento de esta obligación pudiera dispensar­
los el testador. 

Se concedió a los herederos el derecho de revocar libremente 
el nombramiento de albacea, garantizando en todo caso las ven· 
tajas o remuneración que éste obtendría por el desempeño de 
(lste cargo, cuando la revocación lucra hecha sin causa justifi­
cada. Se defendieron los derechos de las minorías en los juicios 
sucesorios, concediéndoles la facultad de nombrar interventores, 
en forma tal, que fueran realmente los legítimos representantes 
de sus intereses. 

Por último, se reducen las oportunidades para que el alba­
cea pudiera cometer abusos en el manejo de los bienes, para lo 
que se exige mayor rapidez en el desempeño del cargo, se im­
pone la distribución periódica de los frutos a los herederos y 
hasta la entrega inmediata de Jos bienes de la sucesión, cuando 
aqnéllos otorgan las debidas garantías para el pago de los gas­
tos proporcionales que les resulten hasta la conclusión del juicio 
sucesorio. 

LmRO CUARTO. 

Principia desarrollando una teoría general de las obligacio­
nes, a diferencia del Código de 84, que hace del convenio la fuen­
te casi única de las obligaciones. 
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En esta materia era conveniente no dejar fuera de la ley 
formas de obligarse que el progreso científico ha creado, porque 
a medida que la sociedad avanza, las relaciones de sus miembros 
se multiplican, se unen más estrechamente sus intereses y nacen 
relaciones jurídicas que no toman su origen del acuerdo de va· 
lnntades, sino que para garantía de los intereses colectivos se 
imponen aún contra la voluntad o se exigen sin que ésta se haya 
expresado todavía. Formas que el Código anterior no compren­
día y que, los Códigos Civiles modernos y connotados publicis­
tas han definitivamente aceptado. 

Los medios de comunicación, cada vez más frecuentes y rá­
pidos, acortan las distancias y borran las fronteras, generalizan. 
do las relaciones económicas y uniformando la legislación pa­
trimonial, y por ello la materia de las obligaciones tiene en casi 
todos los Códigos muchos puntos de analogía. Más aún, la nue­
va concepción del derecho civil ha roto el círculo estrecho de los 
intereses meramente individuales y ha hecho de las relaciones 
de familia, del goce de los bienes, de los convenios, etc., actos 
en los que el interés preponderante el'! el (le la sociedad. De esta 
Ruerte el Derecho Civil se va convirtiendo en Derecho Privado­
Social, que debe comprender también el Derecho Mercantil, uni­
ficándose esos ramos de la legislaci6n, como ya se ha hecho en 
Suiza. 

La doctrina orientadora de este Libro sustituye el principio 
fundamental de la autonomía de la persona para obligarse y 
disponer de sns bienes COIllO mejor le parezca, por una norma 
menos metafísica e individualista, cual es la sujeción de la ac­
tividad humana a los imperativos ineludibles de interdependencia 
y solidaridad social, creados por la división del trabajo y co­
munidad de necesidades. Se desea que la fecunda iniciativa in­
dividual no se detenga frente al rigorismo de los contratos so­
lemnes, y que la equidad. base esencial del derecho, prepondere 
sobre el inflexible texto de la ley, a cuyo efecto se reconoció que 
producen consecuencias jurídicas los convenios cumplidos por el 
deudor, aunque no llenen las formalidades legales. 

Para la mejor comprensión del tema trascendental de las 
obligaciones se metodiza científicamente su exposición, clasifi­
cando BUB diferentes especies, estudiando pormenorizadamente 
.us formas de transmisión y extinción, y sus efectos con relación 
a tercero. 

-39-

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



Con objeto de facilitar las relaciones jurídicas entre par­
ticulares, asegurar el fiel cumplimiento de sus compromisos y 
estimular la circulación de la riqueza por medios más rápidos 
y sencillos, se adoptaron las formas comerciales del endoso y de 
la transmisión de los títulos a la orden y al portador. 

Tratándose de la nulidad de las obligaciones, se estableció 
una doctrina más clara y fundada. Como principio básico, se 
sostiene que sólo la ley puede establecer nulidades, y éstas se 
dividen en absolutas y relativas, resultando las primeras de los 
actos ejecutados contra el tenor de las leyes prohibitivas o de 
interés público. A la segunda categoría pertenecen todas las de­
más. Las nulidades absolutas pueden ser declaradas de oficio 
por el juez, debe alegarlas el Ministerio Público, y no son sus­
ceptibles de ser confirmadas por la voluntad de las partes o 
invalidadas por la prescripción. Las nulidades relativas sólo 
pueden alegarlas las personas a cuyo favor han sido estableci­
das y pueden desaparecer por la confirmación. Las relaciones 
jurídicas, absolutamente nulas, no producen erectoR ni antes ni 
después de la declaración de nulidad j en tanto que las afectadas 
de nulidad relativa, producen efectos jurídicos mientras que ju­
dicialmente no se declara su nulidad. 

El movimiento de asociacióll, preponderante en la época mo­
derna, creado por la comunidad de intereses profesionales, ha 
multiplicado las relaciones jurídicas en las que varios acreedo­
res o deudores tienen derecho de exigir UDa misma obligación o 
de cumplir conjuntamente un mismo acto. De ahí la necesidad 
de que el nuevo Código reglamentase con toda claridad las obli­
gaciones mancomunadas, distinguiéndose en mancomunidad sim­
ple, mancomunidad solidaria y mancomunidad indivisible, sea 
que haya emanado de la voluntad de las partes o de la natura­
leza de las cosas. 

A efecto de que la buena fe prepondere en las relaciones en­
tre particulares, de que la ley sea fielmente cumplida y no bur­
lada, con grave perjuicio del fisco, de la sociedad o de los dere­
chos de tercero, se reglamentó ampliamente la simulación de los 
contratos, distinguiendo el caso en que no existe ningún acto 
real, del caso en el que sólo se trata de desvirtuar la verdadera 
naturaleza del acto jurídico que se mantiene oculto. 
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Para que la clasificación de las fuentes de las obligaciones 
estuviese más de acuerdo con el tecnicismo jurídico moderno, se 
comprendieron algunas materias que en el Código de 84 figura­
ban entre los contratos, en un título especial denominado de las 
obligaciones no contractuales, en el que se estudia la restitución 
de lo pagado indebidamente, la responsabilidad civil, la responsa­
bilidad por actos ilícitos y la gestión de negocios, porque analiza· 
da la fuente de que emanan los actos mencionados, no se encuen­
tra en ellas la coexistencia de voluntades, que es el elemento esen­
cial para el nacimiento del contrato. 

Por razones análogas, la Comisión, de acuerdo con la opi~ 
nión de los autores de los Códigos modernos y con la de notables 
publicistas, reglamentó las obligaciones que nacen por declara­
ción unilateral de la voluntad, como son las ofertas al público, 
las promesas de recompensa, las estipulaciones a favor de ter· 
cero, los títulos al portador, etc., ya que estando generalizadas 
en nuestro medio, era necesario ocuparse de ellas. Estas rela­
ciones jurídicas no cabían dentro de la forma clásica de los con­
tratos, porque se conceptúa que existe obligación de cumplir 
una oferta pública., de prestar la estipulación a favor de un ter­
cero y la obligación que ampara el título al portador, aun antes 
de que aparezca claramente la voluntad del creador de la obli­
gación, y no se comprende por qué una persona capaz de obli­
garse con otra, no pueda imponerse voluntariamente una obli­
gación o constreñir su conducta, antes de que tenga conocimien­
to de que su oferta va a ser aceptada, de que el tercero admite 
la estipulación que lo beneficia o de que los títulos entren en 
circulación. 

De gran trascendencia es la ampliación de la antig'ua doc­
trina de la culpa, inspirada en la responsabilidad individual, 
con la del riesgo colectivo, en la que el patrón responde de los 
accidentes que sufren sus obreros, independientemente de toda 
culpa o negligencia de sn parte, pnes se considera el accidente 
como una eventualidad de la empresa, de que tienen obligación 
de responder los que reciben el beneficio de la misma, y, por lo 
que atañe a los empleados públicos, se impuso al Estado la obli­
gación subsidiaria de responder de los daños por ellos causados 
en el ejercicio de sus funciones. . 

Las disposiciones generales relativas a los contratos se mo­
dificaron para fijar con mayor certidumbre y precisión la natu-
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raleza de las obligaciones contraídas y principalmente las ema· 
nadas de los contratos onerosos j se establecieron reglas para la 
propuesta y aceptación de los contratos hechos por teléfono y 
por telégrafo y se modificaron las establecidas por el anterior 
Código acerca de los contratos celebrados por correspondencia. 
Por lo que a la forma toca, se procuró, en cuanto fué posible, 
.suprimir las formalidades que hacían necesaria la intervención 
de Notarios o de otros funcionarios públicos para que el eontrato 
se legalizara, haciendo así más expeditas y económicas las tran­
~acciones, y sólo se exceptuaron los casos en que para la forma· 
ción de la historia de la propiedad y seguridad del régimen te­
rritorial se exigió la inscripción de los actos en el Registro 
Público. 

Se ampliaron las reglas de interpretación que contenía el 
Código de 84, y que era indispensable desarrollar para que los 
jueces tuvieran normas seguras, a fin de llenar los vacíos pro­
ducidos por omisiones en que con frecuencia incurren las par­
tes, por errores que son consecuencia natural de su diverso gra­
do de cultura, así como de las variadísimas complicaciones a 
que se prestan las múltiples operaciones de la vida diaria. 

En materia de compraventa se crearon algunas modalida­
des muy usadas en los Estados Unidos del Norte y que entre nos­
otros comienzan a tener grande aceptación, aunque no hayan 
sido sancionadas legalmente. Se reglamentó lo más completa· 
mente posible el contrato de promesa de venta, con el fin de evi­
tar que muchas de las ventas que ahora se hacen por las compa­
fúas de máquinas de coser, por las agencias de automóviles, de 
fonógrafos, pianos, etc., así como por las que venden terrenos en 
las colonias de reciente formación, se disfracen de contratos de 
arrendamiento, con grave perjuicio de los compradores y, en 
ocasiones, de las mismas empresas. 

El contrato de compraventa recibió modificaciones que las 
necesidades de la vida moderna reclamaban urgentemente. Desde 
luego, a fin de estimular las transacciones se simplificaron sus 
formalidades, a la vez que se aumentaron las garantías de lo. 
terceros contra la mala fe de los vendedores. Particularmente 
se deseó estimular el crédito territorial mediante la rápida cir­
culación de la propiedad raíz, para lo cual se empezó por ase­
gurar la legitimidad de los derechos de los propietarios, median-
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te su forzosa publicidad en el Registro Público y su relativa de­
puración por el encargado de dicha oficina. 

Tratándose de bienes inmuebles inscritos en el Regi.tro, y 
cnando la venta es al contado, se permitió que sean vendidos 
por simple endoso del certificado de propiedad, que el registra­
dor tiene obligación de extender al vendedor, a cuyo nombre 
están inscritos los bienes, pero se adoptaron algunas precaucio­
nes, para evitar que esa forma facilísima de vender los inmue­
bles, diera origen a fraudes en contra de tercero o del Fisco. 

Con el objeto de evitar obstáculos inútiles para el perfeccio­
namiento de las transacciones, se admiten como válidas las v('n­
tas hechas sobre las muestras, con sólo el acuerdo sobre su 
cantidad, calidad y precio; pero para garantizar suficientemen­
te al comprador, se aclaran en la ley las responsabilidades en 
que se incurre por los vicios ocultos de la cosa y, además, se pre­
vienen controversias futuras sobre la forma de entregar la cosa 
vendida y mora del comprador en recibirla. En este contrato, 
como en otros, se quebranta el principio de la libre voluntad de 
las partes por la intervención del legislador en l1efensa de los 
intereses de la colectividad, y con tal objeto se prohibe a los 
funcionarios judiciales comprar las cosas en litigio que deben 
resolver; se probiben también las ventas que producen el-aca­
paramiento o concentración de los artículos de primera necesi­
dad, y las que por las condiciones en que se ejecutan conducen 
a la explotación del vicio de la embriaguez. 

La donación, no obstante ser un contrato poco usado, tiene 
el inconveniente de mantener en estado de inseguridad los ble~ 
nes donados, pues el peligro de una revocación inesperada im~ 
pide al donatario disponer de los bienes, o mejorarlos como si 
fuesen propios. Con el obj cto de disminuir esta incertidumbre 
y limitar la responsabilidad del donatario, se dispuso que éste 
sólo responda de las deudas anteriores del donante que son de 
fecha auténtica; que la donación se acepte a título de inven­
tario y que las donaciones periódicas se extingan con la muerte 
del donan re; se limitó a cinco años el derecho de revocar la 
donación por supervivencia de hijos. 

T.Jas reformas al contrato de mutuo tienden a proteger al 
deudor contra las exigencias indebidas del acreedor, y a evitar 
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que aproveche éste la aflictiva situación de aquél al solicitar el 
préstamo, pactándose anticipadamente la acumulación de inte­
reses, que por producir una utilidad inmoderada del capital fo­
mentan la negligencia del acreedor para reclamar oportunamente 
el pago y causan ruinoso perjuicio al deudor. 

Para facilitar el pago se previno que éste se haga en el uo­
micilio del deudor; que las alteraciones del valor de la moneda 
('xtranjera sean en beneficio o daño del mutuario, y se dispuso 
que no ~ean declaradas nulas las deudas contraídas por el menor 
para proporcionarse los alimentos que necesite, cuando su re­
presentante legítimo Se encuentre ausente. 

El contrato de arrendamiento se modificó profundamente, 
haciendo desaparecer todos aquellos irritantes privilegios esta­
blecidos en favor del propietario, que tan dura hacen la situación 
del arrendatario. 

Entre las reformas introducidas son dignas de citarse las 
siguientes: la que impone al arrendador la obligación de pagar 
al inquilino una indemnización que en cada caso fijará equita· 
tjyamente el juez, por las enfermedades que aquél contraiga a 
(~onsecuellcia de las malas condiciones higiénicas en que el pro­
pietario mantenga su finca. 

Cuando el arrendador no cumple sus obligaciones para man­
tener la casa en buen estado, su morosidad puede causar daños 
de consideración, por lo que se previene que si el arrendador no 
hiciere o retardare en ejecutar las reparaciones que tiene obli~ 
gación de hacer, el arrendatario está autorizado para retener de 
la renta el costo probable de esas reparaciones, fijado por periH 

tos, y si se trata de reparaciones que no admiten demora, podrá 
hacerlas por cuenta del arrendador. En los arrendamientos que 
hayan durado más de cinco años y cuando el arrendatario ha he­
cho mejoras de importancia en la finca arrendada, tiene derecho 
de que, en igualdad de circunstancias, se le prefiera a cualquier 
('otro interesado en un nuevo arrendamiento de la finca, y goza 
también del derecho del tanto, si el propietario quiere venderla. 

Se declara de utilidad pública la construcción de casas para 
habitación cuya renta mensual no exceda de sesenta y cinco pe­
sos en la ciudad de México, de cuarenta y cinco pesos en el resto 
del Distrito Federal y de veinticinco en los Territorios Federa-
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les. En consecuencia, podrá hacerse conforme a la ley respec­
tiva, la expropiación de terrenos adecuados para construcci6n 
de esas casas, en los que no haya construcciones, y aunque las ha· 
ya si no son habitables por. ruinosas o insalubres. La renta de 
las casas de que se trata no puede exceder del diez por ciento 
anual sobre su valor fiscal, en la ciudad de México; del ocho por 
dento anual en el resto del Distrito Federal y del seis por ciento 
en los Territorios Federales. 

El propietario de un predio rústico debe utilizarlo, sin per­
juicio de dejarlo descansar el tiempo necesario para que no se 
agote su fertilidad. Si no lo cultiva, tÍene obligación de darlo 
en arrendamiento o en aparcería, a quien ofrezca beneficiarlo y 
reuna las condiciones necesarias de solvencia y honorabilidad. 
La renta, en caso de que no puedan ponerse de acuerdo los con­
tratantes, será la que fije un perito nombrado por cada parte, o 
un tercero, nombrado por los peritos, en caso de discordia. 

El arrendatario de un predio rústico no tendrá derecho a 
que se le rebaje la renta por esterilidad de la tierra arrendada o 
por pérdida de frutos provenientes de casos fortuitos ordinarios; 
pero sí tendrá ese derecho en caso de pérdida de los frutos por 
casos fortuitos extraordinarios, tales como incendio, guerra, inun· 
dación insólita, langosta, terremoto u otro acontecimiento igual. 
mente desacostumbrado y que los contratantes no hayan podido 
razonablemente prever. En estos casos el importe del arrenda­
miento se rebajará proporcionalmente al monto de las pérdidas 
óufridas. 

El contrato de depósito fué perfeccionado, quitándole el ca­
rácter esencialmente gratuito que le daba el Código de 84, y pre­
viniendo las obligaciones del depositario para el cobro de los 
intereses de los valores que se le han entregado. Se amplió la 
acción del depositario, permitiéndole obrar a nombre propio, 
cuando a~í se haya convenido con el mandante o redunde en su 
beneficio; pero en este caso se reglamentan expresamente sus re~ 
laciones con terceros. 

Se hacen también algunas adiciones, estableciéndose entre 
otras cosas que: los objetos del inquilino que se aloje en un 
hotel, mesón o casa de huéspedes, o se introducen a eS08 estable­
cimientos con conocimiento de los encargados, se reputan cons· 
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tituídos en depósito, bajo la custodia de éstos, aunque no se les 
hayan entregado, con excepción de aquellos efectos de valor con· 
siderable que regularmente no llevan consigo los viajeros, y pa­
ra qne el encargado del establecimiento responda de ellos, es neo 
cesario que le sean entregados. 

Se modificó sustancialmente el contrato de sociedad, regla­
mentando solamente las asociaciones y las sociedades que no 
tienen por objeto una especulación mercantil. La Comisión creyó 
inconveniente que hubiera una doble reglamentación de las so­
ciedades que se proponen un fin lucrativo, la que da el Código 
Civil y la que establece el Código de Comercio, y por eso se limi· 
tó al tratar de aquellas sociedades que por su naturaleza no caben 
en el Código de Comercio, y para fijar límites más bien defini· 
dos entre las sociedades civiles y las mercantiles, no se autorizó 
en el anteproyecto, como lo hace el actual Código Civil, que 
las primeras, sin perder su carácter, revistan la forma de las se­
gundas. Las asociaciones se sujetan en su funcionamiento a la 
asamblea general como órgano supremo de los derechos de los 
socios, se reglamentaron atendiendo principalmente a la persona 
y no al interés o monto de la aportación de cada socio. 

Como es frecuente que los individuos se agrupen atendien· 
do a necesidades apremiantes y con objetos económicos momentá· 
neos, sin llenar los requisitos de forma prevenidos por la ley, se 
creyó conveniente reglamentar los efectos jurídicos que las sacie· 
dades de heeho producen entre los socios y contra terceros. Ade· 
más, con el deseo de evitar que el acaparaminto de las acciones 
por un solo individuo o limitado número de socios perjudique 
los intereses de la minoría de los accionistas, se conceden a éstos 
derechos que, sin atentar contra los intereses de las mayorías, 
impiden el absoluto predominio de éstas. 

Al tratarse del juego y de la apuesta, la Comisión sc separó 
de la doctrina del Código en dos puntos: propone que el que paga 
voluntariamente una deuda de juego o de apuesta prohibidos, o 
FlUS herederos, tenga derecho de reclamar la devolución del cin· 
cuenta por ciento de lo que pagó y que el otro cincuenta por 
ciento no quede en poder del ganancioso, sino que se entregue a 
la Beneficencia Pública. 

'J.1ambién propone la Comisión que el que pierde en un juego 
o apuesta que no están prohibidos, quede obligado civilmente, 
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con tal que la pérdida no exceda de la vigésima parte de su 
fortuna. 

Se creyó que algunos de los contratos de prestación de ser­
vicios deben de salir de la esfera del derecho privado, porque 
afectan no sólo los intereses de los contratantes, sino los de la 
colectividad, y que la autoridad debía de intervenir en su cele­
bración, para atenuar, en lo posible, la desigualdad en que se en­
cuentran colocados los contratantes. Por tal motivo, se suprimie. 
ron en el proyecto los contratos sobre servicios domésticos, apren­
dizaje, servicios por jornal y servicio a precio alzado en los que 
el operario no pone los materiales de la obra, reservándose la re­
glamentación de estos contratos a la Ley Orgánica del artículo 
123 de la Constitución Federal. 

El contrato de aparcería rural se reformó con objeto de unir 
estrechamente los intereses del propietario y del aparcero, aso­
ciándolos al éxito del cultivo. Al efecto, se quitó la tendencia 
de proteger más eficazmente al propietario que campea en el 
Código en vigor, sustituyéndola por el respeto mutuo de los de­
rechos de las partes. 

Se permitió que el aparcero aproveche los medios naturales 
existentes en los predios dados en aparcería y que pueden con­
tribuir para su subsistencia y la de su familia. 

Consecuentes con la teoría de la propiedad como función 
social, se autorizó la aparcería forzosa de los predios mantenidos 
ociosos por sus dueños. 

En el contrato de fianza se tuvo particular empeño en co­
rregir el abuso de los acreedores que, deseosos de garantizar ili­
mitadamente sus derechos, privan al fiador de las prerrogativas 
que la ley le concede, mediante la imposición de renuncias. 

Entre otras reformas que se hicieron a este contrato haremos 
mención de dos: para ser fiador sólo se exige tener bienes raíces 
inscritos en el registro de la propiedad por un valor que garan­
tice suficientemente la obligación contraída, suprimiéndose los 
otros requisitos que actualmente establece el Código. 

A fin de que las fianzas legales o judiciales fuesen eficaces, 
se dispuso que los bienes raíces especialmente señalados para 
responder de las obligaciones de esa clase de fiadores, no puedan 
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enajenarse, ni gravarse, mientras que la fianza subsista, y para 
ese efecto se clispuso que de la fianza y su cancelación se toma­
ran razón al margen de las inscripciones de propiedad de los bie­
nes designados para garantizarla. 

En el contrato de prenda se amortiguó el rigor de la doctrina 
clásica que sostiene que para que produzca efectos el contrato de 
prenda es indi~pensab]e que ésta se entregue al acreedor. 

La Comisión creyó que en algunos casos podía substituirse la 
entrega real de la prenda con la jurídica, y que mediante el re­
gistro de los contratos respectivos se evitarían perjuicios a ter­
eeros. 

En la hipoteca se hicieron numerosas modificaciones; pero 
sólo mencionaremos las siguientes: se establece la divisibilidad 
de la hipoteca, disponiendo que cuando se hipotequen varias 
fincas para la seguridad de un solo crédito, es forzoso determinar 
por qué porción del crédito responde cada finca, y que pueda 
cada una de ellas ser redimida del gravamen, pagando la parte 
del crédito que garantiza. Se estableció, además, que cuando 
una finca hipotecada, susceptible de ser fraccionaua convenien­
temente, se divida, se repartirá equitativamente el gravamen en­
tre las fracciones. Al efecto, se pondrán de acuerdo con el due­
úo de la finca y el acreedor hipotecario, y si no se consiguiere 
ese acuerdo, la distribución del gravamen se hará por decisión 
judicial, previa audiencia de peritos. 

Mediante un procedimiento adecuado, se autoriza al propie­
tario de bienes raíces inscritos en el registro para emitir bOllOS 

hipotecarios, a la orden o al portador, por un valor que no exce­
da del treinta por ciento de la cantidad en que fueron debida­
mente valuados esos bienes. 

Se organizó sobre nuevas bases el registro Público, hacien­
do que produzca diferentes efectos jurídicos según la naturaleza 
del acto o contrato que se registre. 

La falta de registro de los actos o contratos por los cuales 
se adquiere, trasmite o modifica, grava o extingue el dominio 
de los demás derechos reales sobre inmuebles, hace que no pro­
duzcan ningún efecto jurídico. 
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Tratándose de otros actos o contratos, la falta de registro 
hace que no produzcan efectos contra tercero. 

Por último 1 la falta de registro, tratándose de asociaciones 
civiles, impide que éstas adquieran personalidad moral. 

También se establece como principio básico que la inscripción 
no convalida actos o contratos que sean nulos; pero a la vez se 
dispone que los actos o contratos que se otorguen o celebren por 
personas que en el Registro aparezcan con derecho para ello, no 
Ae invalidarán en cuanto a terceros de buena fe, una vez inserí .. 
tos, aunque después se anule o se resuelva el derecho del otor­
gante en virtud de título anterior no inscrito o de causas que no 
resulten claramente del mismo registro, no aplicándose con dig .. 
posición a los contratos gratuitos, ni los actos o contratos que se 
otorguen o celebren violando una ley prohibitiva o de interés 
público. 

Aunque se aumelltaronlos actos r contratos que deben regis .. 
trarse, se simplificó la manera de hacer el registro, y sólo se es­
tablecieron principios generales sobre esta importante materia, 
encomendándose su desarrollo minucioso al reglamento res­
pectivo. 

La falta de titulación de una gran parte de la propiedad 
raíz y los capitales defectos de que adolecen muchos de los títulos 
de esa propiedad, dificultan enormemente las transacciones so­
bre dichos bienes y colocan a los propietarios de hecho, llamé .. 
mosles aSÍ, en una anormal sitnación jurídica. 

Para suplir esa falta de titulación y subsanar los defectos de 
la existente, se introdujo el registro de las informaciones de do .. 
minio y de las inscripciones de posesión. 

En el anteproyecto se establece que el qne hubiera poseído 
bienes inmuebles por el tiempo y con las condiciones exigidas 
para prescribirlos, puede promover juicio contra del que apa­
rezca como propietario de esos bienes en el Regi::.;tro Público, a 
fin de que se declare que la prescripción se ha consumado y que 
ha adquirido, por ende, la propiedad; sirviéndole la sentencia 
favorable que obtenga de título de propiedad que será inscrita, 
y que cuando no pueda ejercitar ese derecho por no estar inscrita 

. en el registro la propiedad poseída, puede demostrar ante el 
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juez competente que ha tenido la poseSlOn de que se trata, rin~ 
diendo la información respectiva en los términos que establezca 
el Código de Procedimientos Civiles. 

Comprobada debidamente la posesión, el juez declarará que 
el poseedor se ha convertido en propietario en virtud de la po· 
sesión, y tal declaración se tendrá como título de propiedad y 
será inscrita en el Registro. 

También se permitió que el que tenga posesión apta para 
prescribir de bienes no inscritos en el Registro en favor de per~ 
sona alguna, aún antes de que transcurra el tiempo necesario para 
prescribir, puede registrar su posesión mediante resolución judi­
cial que dicte el juez ante quien la acredite del modo que fije el 
Código de Procedimientos Civiles, siendo el efecto de la inscrip­
ción tener la posesión inscrita como apta para producir la pres .. 
cripción~ al concluir el plazo de cinco años contados desde que 
la misma fué inscrita. Transcurrido este plazo sin que en el Re­
gistro aparezca algún asiento que contradiga la posesión inscri­
ta, tiene derecho el poseedor, comprobando este hecho mediante 
la presentación del certificado respectivo, a que el juez compe­
tente declare que se ha convertido en propietario en virtud de la 
prescripción, y ordene que sc haga en el registro la inscripción 
de dominio correspondiente. 

De esta manera procuró la Comisión que quedara subsanada 
la falta de títulos de propiedad raíz y de los defectos de que mu­
chos de ellos adolecen. 

Se hicieron otras muchas reformas que no se mencionan por 
no alargar más este extenso informe; pero todas inspiradas en la 
idea capital que tuvo la Comisión, la de socializar, en cuanto fue­
re posible, el Derecho Civil, preparando el camino para que se 
convierta en un Derecho Privado-Social. 

La Comisión abriga la firme creencia de que ha iucurrido 
en muchos errores y desaciertos; pero valga en su abono su deci~ 
dida voluntad de enfrentarse con muy serios problemas que hasta 
ahora habían permanecido al margen de nuestra legislación ci­
vil. Las soluciones que da a esos problemas quizá no sean las más 
aceptables; pero producirán el efecto de abrir la discusión y 
de hacer que personas más competentes y mejor preparadas se 
ocupen de ellos y los resuelvan convenientemente. 
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La Comisión opina que en la formación de un Código Civil 
deben colab~rar los jefes de familia, propietarios, agricultores, 
industriales, trabajadores y, en general, todos aquellos a quienes 
pueden afectar sus disposiciones. Por eso se permite sugerir que 
el Proyecto formulado se dé a conocer a las mencionadas perso­
nas para que expongan sus puntos de vista y se tomen en cuenta 
las observaciones que fueren pertinentes, antes de que entre en 
vigor el 31 de agosto del presente año. 

Respetuosamente. 

México, 12 de abril de 1928. 
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